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I. Introducción

H an pasado 20 años desde que el disputado resul-
tado de la elección presidencial de 2006 derivara 
en un consenso transversal entre todas las fuer-

zas políticas del país para modificar las condiciones de 
acceso a la radio y la televisión. Llevados por un ímpetu 
regulatorio que ofrecía la oportunidad de replantear las 
relaciones de poder entre los grandes concesionarios de 
la radio y la televisión y las fuerzas políticas representa-
das en el Congreso, la reforma electoral 2007-2008 tras-
ladó a la Constitución preceptos normativos atípicamente 
específicos orientados a redefinir las reglas del juego de-
mocrático en un tema crucial para garantizar la equidad 
en las contiendas electorales. 

Si bien las leyes secundarias reglamentaron de manera 
puntual aspectos normativos y procedimentales, el pacto 
político que propició las modificaciones a los artículos 41 
y 134 de la Constitución en materia de acceso a la radio y 
la televisión y de las responsabilidades de los servidores 
públicos fijó reglas claras para la conceptualización del 
tiempo aire como un bien público durante procesos elec-
torales y consultas populares. Asimismo, la prohibición 
para la compra de tiempo aire a los concesionarios de 
radio y televisión marcaría un parteaguas en las relacio-
nes entre los poderes mediático y político, a partir de un 
amplio consenso que dio legitimidad no sólo jurídica sino 
política a la reforma electoral de aquellos años.

La iniciativa de reforma electoral constitucional que pre-
sentó, sin el acuerdo característico de años anteriores, la 
presidenta Claudia Sheinbaum Pardo ante la Cámara de 
diputados el pasado 4 de marzo incluyó cuatro propuestas 
para modificar la Carta Magna en materia de acceso a me-
dios de comunicación y, ahora también, plataformas socio-
digitales definidas como plataformas de servicios digitales.

De manera concreta, hablamos de, primero, la modifi-
cación del artículo 35 fracción VIII numeral 4º párrafo 
segundo, respecto de los mecanismos de promoción de 
la participación ciudadana en las consultas populares por 
parte del Instituto Nacional Electoral (INE). En segundo 
lugar, de una modificación al art. 41 base III apartado 
A) Inciso a), en donde la bolsa de tiempo a disposición
de la autoridad electoral nacional durante los procesos
electorales pasaba de 48 minutos a 35 minutos. En ter-
cer lugar, se planteó la inclusión en el apartado C) del
mismo artículo 41 una nueva disposición que decía, a la
letra, “todo contenido relacionado a los procesos electo-
rales que sea modificado o alterado mediante el uso de
inteligencia artificial o cualquier otra tecnología, deberá
estar etiquetado por su emisor para su identificación en
los términos que establezca la ley. Las personas conce-
sionarias de radio o televisión, así como las plataformas
de servicios digitales, serán responsables de identificar,
evitar la difusión y advertir sobre contenido no etique-
tado. La ley establecerá las responsabilidades, medidas y
sanciones aplicables”.

Finalmente, la iniciativa proponía la adición del párrafo 
décimo primero al artículo 134 para establecer que “las 
personas representantes de los Poderes de los tres órde-
nes de gobierno, bajo los principios de imparcialidad y 
neutralidad, podrán promover la participación ciudadana 
en los mecanismos de democracia directa, siempre que 
no influyan en sus resultados”. 

Es importante consignar aquí que la iniciativa de reforma 
constitucional en materia electoral fue presentada, por 
primera vez en la historia contemporánea del país, por 
el gobierno en turno y sin el respaldo de aliados y oposi-
tores, culminando en su desechamiento tras la votación 
que se realizó en el pleno de la Cámara de Diputados el 
pasado 11 de marzo de 2026.
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Con el propósito de presentar aquí un análisis técnico de 
estas cuatro propuestas abordaré, primero, su viabilidad 
y congruencia conceptual y, segundo, ofreceré un abor-
daje crítico a las particularidades operativas que debería 
considerar una posible ley secundaria. 

II. ¿Promover sin incidir? El dilema de la 
promoción de las consultas populares

Comenzaré con las modificaciones a los artículos 35 y 
134 que van vinculadas directamente a la manera en la 
cual la autoridad electoral, en primera instancia, y los 
servidores públicos, en segundo lugar, deben y pueden 
promover la participación ciudadana en los procesos de 
democracia directa como son las consultas populares, 
plebiscitos o referéndums. 

Si bien el INE ha estado encargado de promover la parti-
cipación ciudadana en los procesos electorales como una 
de sus funciones sustantivas, la incorporación de figuras 
de democracia directa en la Constitución ha obligado a la 
autoridad electoral a diseñar estrategias de difusión que 
sean lo suficientemente ágiles para llamar la atención de 
la ciudadanía y, al mismo tiempo, que se puedan traducir 
en un llamado concreto a la acción. 

Lamentablemente, en la historia reciente estos ejercicios 
han sido opacados por una profunda incoherencia argu-
mentativa. La primera consulta realizada el 1 de agosto de 
2021 para, supuestamente, poder juzgar a expresidentes 
fue fraseada de una manera bastante confusa2 y lejana a 
ese sencillo postulado (por demás innecesario al no haber 
estado nunca prohibida o limitada esta acción legal en las 
leyes mexicanas). La segunda, celebrada el 10 de abril de 
2022, con un referéndum para decidir revocar o no el man-
dato del presidente promovido por él mismo y el partido 
en el poder y que fuese transmutado, en su promoción, 
como un ejercicio de propaganda reafirmativa de su man-
dato. En ambos casos el mandatario acusó a la autoridad 
electoral de no haber difundido ampliamente los respecti-
vos procesos y responsabilizó al INE de la baja participa-
ción ciudadana (7.11% y 17.7%, respectivamente).

Es con este antecedente que llama particularmente la 
atención que la propuesta de modificación del artículo 
35 eliminaría la obligatoriedad para que la promoción de 
las consultas populares fuese imparcial y que “[…] de 
ninguna manera podrá estar dirigida a influir en las pre-
ferencias de la ciudadanía […]” para que, en la iniciativa 
aquí analizada, sólo se hiciera mención a la promoción 
de una “discusión pública informada”. Más aún, la espe-
cificidad con la que la Constitución llamaba a que “nin-
guna otra persona física o moral sea a título propio o por 
cuenta de terceros, podrá contratar propaganda en radio 
y televisión dirigida a influir en la opinión de los ciudada-
nos” fuese ahora sustituida por un ambiguo y más laxo 
párrafo que dice: “no se podrá contratar propaganda en 
radio, televisión y otros medios o plataformas de difusión 
masiva sobre las consultas populares”. Prácticamente se 
elimina el sujeto a quien se le prohíbe dicha contratación. 
Y, sin embargo, la adición al artículo 134 en esta materia 
abría la posibilidad para que “personas representantes 
de los Poderes de los tres órdenes de gobierno” puedan 
promover la participación ciudadana en los mecanismos 
de democracia directa “siempre que no influyan en sus 
resultados”. Un condicionante por demás imposible de 
cuantificar y carente de validación empírica a posteriori. 
Es decir, carta blanca a funcionarios del gobierno para 
promover e incidir en las consultas populares.

El propósito de esta adición era preocupante a la luz de 
lo sucedido durante el proceso de revocación de man-
dato de 2022, cuando distintos “ciudadanos” adquirieron 
espectaculares que llamaban a votar para que AMLO se 
quedara en el gobierno. Tan sólo la Comisión de Que-
jas y Denuncias del INE declaró procedentes las medidas 
cautelares tras 26 quejas que solicitaban el retiro de 278 
espectaculares promoviendo el respaldo al presidente a 
través de la participación en la revocación de mandato.

III. La reducción de 13 minutos: ¿eficiencia 
o restricción comunicativa?

Uno de los argumentos centrales esgrimidos por los con-
cesionarios de la radio y la televisión durante el proceso 

	 2	 “¿Estás de acuerdo o no en que se lleven a cabo las acciones pertinentes con apego al marco constitucional y legal, para emprender un proceso de 
esclarecimiento de las decisiones políticas tomadas en los años pasados por los actores políticos, encaminado a garantizar la justicia y los derechos 
de las posibles víctimas?”.
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de reforma electoral en 2007, fue que la disposición para 
destinar 48 minutos diarios de la transmisión de cada 
canal de televisión o estación radiofónica (resultantes de 
conceptualizar los tiempos oficiales y fiscales estableci-
dos en la añeja Ley Federal de Radio y Televisión de 1966 
como una contraprestación) era, de facto, la nacionali-
zación de un bien privado. El argumento formaba parte 
de la férrea oposición de los grandes grupos empresa-
riales que, explotando un bien público, habían logrado 
capitalizar no sólo la venta de publicidad (spots) en cada 
proceso electoral, sino que habían demostrado, además, 
cómo la discrecionalidad tarifaria del tiempo aire depen-
diendo del partido político contratante materializaba su 
injerencia directa en las condiciones de equidad en la 
contienda electoral. 

Tras la aprobación de la reforma y posterior publicación 
de las leyes secundarias en 2008, las autoridades electo-
rales tuvieron que invertir cuantiosos recursos materiales 
y humanos en la administración del tiempo aire tanto para 
las contiendas a nivel federal como local. Nos referimos 
a sistemas de monitoreo y administración de la adecuada 
inserción de la pauta publicitaria, definición de criterios 
de asignación basados en la regla de 30-70 y verifica-
ción técnica de la debida transmisión de los materiales 
pautados, así como la detección de aquellos que, fuera 
de pauta oficial, aparecían dentro de la barra comercial 
de televisoras y estaciones de radio. El desgaste de la 
autoridad electoral administrativa, particularmente en los 
primeros años de implementación de lo que se denominó 
en su momento como el Modelo de Comunicación Políti-
co-electoral, fue muchas veces cuestionado a la luz de 
una creciente spotización de la política. 

Este término fue utilizado para denunciar el vaciamiento 
de sustancia en la deliberación política a cambio de 30 
segundos de artilugios emocionales de baja calidad infor-
mativa. Además, hablar de una spotización denunciaba 
la multiplicación de mensajes en radio y televisión exhi-
biendo la cantidad irracionalmente exponencial, desde un 
punto de vista estrictamente mercadotécnico, de mensa-
jes repetidos entre las 6:00 y las 24:00 horas a lo largo 
y ancho de todo el espectro radioeléctrico. Lo cierto es 
que, al momento de su definición, los 48 minutos no 
pasaron por un tamiz comparativo respecto a la efecti-
vidad del pautado frente a productos o servicios que se 
anuncian de manera rutinaria en la radio y la televisión. 

Ahora bien, la iniciativa de reforma electoral que pre-
sentó el gobierno planteaba ―sin argumentos técnicos y, 
peor aún, sin el consenso entre todas las fuerzas políti-
cas― reducir esta bolsa de tiempo 13 minutos para lle-
gar a un total de 35 minutos diarios. Las implicaciones 
redistributivas son varias, pues hay que recordar que es 
de esa bolsa que el INE, como única autoridad encargada 
de administrarla, reparte tiempo aire entre los partidos 
políticos que compiten en los procesos electorales fede-
rales y locales, en caso de existir concurrencia. A ello 
debemos agregar que el propio Instituto, así como las 
demás instituciones que participan en la organización y 
calificación de los procesos electorales a nivel nacional 
y subnacional, utilizan, a su vez, un porcentaje de ese 
tiempo para promover la participación ciudadana e infor-
mar a la ciudadanía sobre sus funciones.

Al no existir un argumento que justificara la medida, y 
a la luz de que inobjetablemente se trataba de un enca-
recimiento del tiempo disponible para repartir entre los 
contendientes, bien vale preguntarse quién podría salir 
beneficiado de esta reducción y quién podría verse perju-
dicado por la misma medida redistributiva. Por ejemplo, 
los concesionarios de la radio y la televisión “recuperan” 
13 minutos que son valiosos en un contexto de decreci-
miento de sus audiencias frente a plataformas sociodi-
gitales, adonde, desde hace ya varios años, los partidos 
políticos han ido migrando sus estrategias de comunica-
ción electoral. 

Por otro lado, si bien todos los partidos políticos pedían 
una cantidad importante de impactos radiofónicos y tele-
visivos, los principales afectados eran aquellos que se 
encuentran en una posición minoritaria al momento de 
utilizar la misma regla de distribución del tiempo aire 
que establece un 30% de manera igualitaria y un 70% de 
manera proporcional, dependiendo de la votación obte-
nida por cada partido en la última elección federal. Nue-
vamente, y juzgando sólo por lo planteado en la iniciativa 
aquí analizada, la reducción en estos tiempos habría 
podido favorecer al partido en el poder (aquel con mayor 
número de votos) y perjudicar a los partidos de oposición 
e incluso a sus propios aliados (aquellos en desventaja 
ante la redistribución del 70% del tiempo aire). Final-
mente, es difícil poder argumentar aquí que la reducción 
en el tiempo aire obedecía a un criterio de austeridad, 
como ha sido el caso de justificar otras medidas incluidas 



REFORMAR PARA DOMINAR: LA DISPUTA POR LA DEMOCRACIA ELECTORAL EN MÉXICO
118

en la propuesta de reforma electoral que partían de la 
premisa de abaratar las elecciones y al sistema electoral 
en su conjunto.

IV. Plataformas, redes e inteligencia artificial: 
reeditando el error de regular lo irregulable 

Una de las innovaciones más interesantes de la iniciativa 
de reforma electoral era el reconocimiento a la cantidad 
de contenidos que hoy se producen de manera automati-
zada a partir del uso de inteligencia artificial (IA). Vale la 
pena desmenuzar con cuidado el párrafo que se buscaba 
adicionar al artículo 134, pues da cuenta de interpreta-
ciones y premisas contradictorias acerca de las respon-
sabilidades de los sujetos que pretendía regular, de las 
capacidades tecnológicas de las plataformas y del papel 
de las personas usuarias en la generación, diseminación 
y consumo de este tipo de contenidos. Aproximaciones, 
todas ellas, que no han sido abordadas aún en ningún 
otro marco normativo a nivel nacional, mucho menos en 
la Carta Magna.

La primera parte del párrafo sugerido en la iniciativa 
decía: “Todo contenido relacionado a los procesos elec-
torales que sea modificado o alterado mediante el uso de 
inteligencia artificial o cualquier otra tecnología, deberá 
estar etiquetado por su emisor para su identificación en 
los términos que establezca la ley”.

En primer lugar, el inicio del párrafo parte de una tre-
menda indefinición respecto a qué significa el que un 
contenido esté relacionado con los procesos electora-
les. En un contexto mediático transmedia, en donde la 
categorización de contenidos en géneros es cada vez 
más difícil de establecer, proponer abarcar todo con-
tenido relacionado con una elección es impráctico, de 
entrada, por decir lo menos. Pero luego se ampliaba 
aún más esta indefinición al obligar a que quien emitiera 
un mensaje de esta (confusa) naturaleza debía etique-
tarlo cuando haya sido utilizada la inteligencia artificial 
o cualquier otra tecnología. 

En principio parecería que el derecho a tutelar era el de la 
ciudadanía a obtener información que, al menos, pudiese 
ser identificada como una producción realizada con alguna 

tecnología, sea ésta IA o no. Aunque, uno, no se mencio-
naba aquí absolutamente nada sobre la distinción entre el 
uso de una tecnología determinada en la producción del 
contenido y la distribución de información falsa o engañosa 
que, admitamos, era el verdadero problema a resolver. 
Es decir, etiquetar contenidos producidos de esta manera 
habría creado, imaginando ingenuamente que esta medida 
fuese realizable siquiera, un subconjunto de contenidos lo 
suficientemente vasto como para diluir esta disposición y 
normalizar la presencia de un etiquetado (cualquiera que 
éste sea). Dos, dicho propósito equiparaba la utilización 
de cualquier tecnología como algo indebido al no hacer 
una distinción clara entre la modificación y la alteración 
de un contenido, por un lado, y su producción original por 
el otro (que bien puede hacerse desde un principio con 
IA o cualquier otra herramienta tecnológica). Esto es, no 
era solamente el uso de estas herramientas lo que debía 
ser observado, sino la intención final que se ofrecía en el 
contenido distribuido, particularmente, la de engañar a la 
audiencia o usuario.

La segunda parte del párrafo, lejos de aclarar algunas de 
estas inquietudes, ampliaba la confusión ahora trayendo 
a cuento a los sujetos obligados a implementar estas 
ambiciosas medidas. Veamos, la iniciativa sugería que 
“Las personas concesionarias de radio o televisión, así 
como las plataformas de servicios digitales, serán res-
ponsables de identificar, evitar la difusión y advertir sobre 
contenido no etiquetado. La ley establecerá las responsa-
bilidades, medidas y sanciones aplicables”.

Esto es, la iniciativa de reforma propuso que fuesen 
los concesionarios de radio y televisión y un puñado de 
empresas transnacionales las responsables de identifi-
car, censurar y alertar a la ciudadanía sobre contenido 
no etiquetado. ¿Cómo? ¿Etiquetándolo como contenido no 
etiquetado? ¿Bajando estos contenidos de la plataforma? 
¿Cancelando cuentas o usuarios? Si partimos de la fala-
cia argumentativa de señalar la utilización de cualquier 
tecnología para producir o alterar todo tipo de contenido 
relacionado con el proceso electoral como punto de par-
tida, la fase de implementación y responsabilidades pare-
cía ignorar el amplio y complejo debate que, en las últimas 
décadas, las plataformas han protagonizado respecto a su 
responsabilidad como garantes de la veracidad, morali-
dad o ética de los contenidos que sus usuarios generan y 
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difunden por millones todos los días, como para delegar 
esta función a empresas privadas que no han estado suje-
tas a un marco normativo similar en el pasado. 

V. Conclusiones 

Al igual que en 2007, parecía repetirse la intención de 
utilizar el marco electoral para regular a las plataformas 

y a sus grandes modelos de lenguaje (LLMs), sin una dis-
cusión a fondo acerca de las oportunidades y riesgos de 
la IA en la sociedad mexicana. Sin un diagnóstico claro, 
al margen de un consenso entre todos los jugadores y 
a la luz del reciente desechamiento de la iniciativa de 
reforma constitucional, el cumplimiento de lo planteado 
en su segundo transitorio respecto a la presentación de 
las leyes secundarias a más tardar el 15 de mayo del 
presente año parecía improbable. 




